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Si bien el actor no eleva una denuncia concreta contra alguna acción u omisión de la funcionaria encartada, ni tampoco hace referencia expresa a alguna providencia con la cual se genere la vulneración a los derechos fundamentales invocados, deduce la Sala que acude a este amparo por la inconformidad que le causa la presunta renuencia del despacho en el trámite de la acción popular referida.

Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso. Así se afirma, porque si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto es inviable colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante realmente no ha acontecido en el proceso que mencionó en su escrito.

 En efecto, lo que enseñan las copias enviadas es que la demanda fue presentada el 30 de agosto del año que avanza y admitida, oportunamente, a la luz del artículo 20 de la ley 472 de 1998, el 4 de septiembre siguiente (f. 10v), de manera que la mora endilgada a la autoridad encartada es inexistente, de acuerdo con lo cual habrá de negarse el amparo impetrado.

Se pone de presente que a juicio de la Sala el argumento presentado en esta providencia, se aparta del ofrecido en reciente sentencia
, en la que ante un idéntico escenario, se despachó improcedente el amparo por haberse impetrado de manera anticipada, el que por serlo y previa deliberación de la Sala, se recoge.
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Decide la Sala la acción de tutela de la referencia propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Antioquia.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, por la vulneración de los derechos fundamentales que denominó “ART 45 LEY 472 DE 1998, art 13 CN, Carta Iberoamericana de Usuarios de Justicia”, dentro del trámite de la acción popular con radicado “2018-380”. Aduce que el juzgado encartado “no gusta dar impulso oficioso como SE LO ORDENA ART 5 LEY 472 DE 1998, no cumple términos de tiempo para admitir la acción, para tramitar las etapas procesales etc”. 

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado (i) “aplicar art 8, 42 CGP, art 5 ley 472 de 1998” y al Consejo Seccional de la Judicatura (ii) aportar copia de todas las vigilancias que en cualquier tiempo él ha presentado. 




Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en el líbelo y se ordenaron las citadas vinculaciones, al Consejo Seccional de la Judicatura se le requirió informar si el actor en precedencia ha pedido vigilancia judicial en alguno de los procesos que mencionó. 
El Juzgado remitió las copias pertinentes.
La Presidencia del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda explicó que el actor no ha solicitado vigilancia judicial administrativa a la acción popular con radicado 2018-380 que se adelanta en el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, por ello solicitó su desvinculación; con ímpetu exhortó a la colegiatura a examinar el abuso que a su derecho de acción le da el señor Arias Idárraga quien presenta simultáneamente “multitud” de acciones de tutela resultando que “su ejercicio resulta contrario a la buena fe, la moral, las buenas costumbres o los fines sociales y económicos del derecho quien lanza argumentos carentes de fundamentación fáctica, axiológica y Jurídica, generando traumatismos en la debida Administración de justicia, en razón a la cantidad de acciones que presenta al mismo tiempo sin un objeto probadamente razonable” (sic). Trajo a cuento líneas jurisprudenciales para describir la manera negligente, temeraria y maliciosa como, a su juicio, procede el demandante, derivando todo en el menoscabo de la administración de justicia y en un “tipo especial de responsabilidad civil extracontractual”.    
  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Si bien el actor no eleva una denuncia concreta contra alguna acción u omisión de la funcionaria encartada, ni tampoco hace referencia expresa a alguna providencia con la cual se genere la vulneración a los derechos fundamentales invocados, deduce la Sala que acude a este amparo por la inconformidad que le causa la presunta renuencia del despacho en el trámite de la acción popular referida.





Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso. Así se afirma, porque si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto es inviable colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante realmente no ha acontecido en el proceso que mencionó en su escrito.
 



En efecto, lo que enseñan las copias enviadas es que la demanda fue presentada el 30 de agosto del año que avanza y admitida, oportunamente, a la luz del artículo 20 de la ley 472 de 1998, el 4 de septiembre siguiente (f. 10v), de manera que la mora endilgada a la autoridad encartada es inexistente, de acuerdo con lo cual habrá de negarse el amparo impetrado.




Se pone de presente que a juicio de la Sala el argumento presentado en esta providencia, se aparta del ofrecido en reciente sentencia
, en la que ante un idéntico escenario, se despachó improcedente el amparo por haberse impetrado de manera anticipada, el que por serlo y previa deliberación de la Sala, se recoge.
   



Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos fundamentales denunciados como conculcados, incluso el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, que hizo saber que el accionante no ha elevado ninguna solicitud en relación con la acción popular que ahora trae al debate constitucional en sede de tutela, sin que sobre dejar escrito que esta Sala comparte los razonamientos expuestos por la Presidencia de la aludida Corporación en torno al abuso que al derecho de litigar le dispensa el accionante.   
  



Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel  de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.  
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira. 

Se absuelve a los demás vinculados. 

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS     

 DUBERNEY GRISALES HERRERA


  





� SCC TSP Rad. 66001-22-13-000-2018-00655-00, septiembre 11 de 2018. M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. 
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